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Resumen 
En las últimas décadas, los ecosistemas del planeta han sido sometidos a un severo deterioro, producto de 
una explotación sin precedentes en la historia del homo sapiens. Esta problemática ambiental se ha mante-
nido a pesar de los arreglos institucionales construidos desde su reconocimiento por la comunidad inter-
nacional. En el presente artículo se reflexiona sobre los procesos interactivos, las instituciones y los actores 
sociopolíticos inmersos en la construcción de una nueva gobernanza mundial. Mediante una metodología 
cualitativa, se analizan las disfuncionalidades más relevantes de los marcos institucionales y las organiza-
ciones internacionales sectoriales en materia de medio ambiente, cambio climático y desarrollo sostenible. 
Se concluye que una causa fundamental de las deficiencias es la falta de auténticos sistemas de gobernan-
za global para abordar la crisis socioecológica. Los actuales marcos institucionales constituyen un caótico 
conglomerado de instrumentos formales e informales, sin los mecanismos eficaces de articulación social 
e institucional que demanda la naturaleza compleja, dinámica e interactiva de la problemática ambiental 
contemporánea. La arquitectura de los nuevos sistemas de gobernanza podría sustentarse en la integración 
multinivel, transversal y transnacional de los marcos institucionales, como una base para reconfigurar los 
actores, los procesos y las estructuras de la gobernanza global ambiental en el siglo XXI.
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Abstract
Over recent decades the planet’s ecosystems have been subjected to severe damage, as a result of their un-
precedented exploitation, despite the institutional arrangements generated since the recognition of these en-
vironmental problems by the international community. This article examines some theoretical approaches 
to global governance, looking for answers regarding the interactive processes, institutions and sociopolitical 
actors immersed in the building of a new world governance. By means of a qualitative methodology, this 
work analyses the main weaknesses of the current institutional frameworks and the international sectorial 
organizations on the matters of environment, climate change and sustainable development. It is concluded 
that a root cause of the problem is the absence of authentic global governance systems to tackle the socioeco-
logical crisis, as the actual institutional frameworks consist of a chaotic conglomerate of formal and informal 
instruments, which lack the effective social and institutional articulation mechanisms needed by the com-
plex, dynamic and interactive nature of the contemporary environmental quandary. The architecture of the 
new governance systems could be supported upon the multilevel, transversal and transnational integration 
of the institutional frameworks, as a basis for the reconfiguration of actors, processes and structures of the 
global environmental governance in the twenty-first century.
Keywords: climate change; government; institutions; State; sustainable development; systems 















Muchos pensadores contemporáneos han realizado ejercicios prospectivos sobre una catás-
trofe planetaria en una hipotética tercera guerra mundial, sustentados en el poder destruc-
tivo de las armas nucleares. Sin embargo, los mayores riesgos para la civilización del homo 
sapiens en los inicios del siglo XXI provienen del clima y la pandemia del COVID-19.
La crisis socioambiental contemporánea demanda un debate serio y profundo acerca de 
la arquitectura institucional de una nueva gobernanza global ambiental (GGA). Desde esa 
perspectiva, la pregunta central de este artículo es la siguiente: ¿cuáles son las debilidades de 
la actual arquitectura institucional frente a la necesidad de una nueva gobernanza?
En la investigación se usa una metodología cualitativa, a partir de la técnica de revi-
sión bibliográfica. Se realiza un examen crítico y sistemático de las teorías, los enfoques y 
los conceptos del área de la gobernanza, gracias al análisis de la literatura científica gene-
rada en los últimos años, particularmente libros, artículos y documentos institucionales. 
El artículo se estructura en dos secciones. La primera es la revisión de la literatura aca-
démica sobre gobernanza global (GG), mediante el estudio de los principales enfoques, 
con énfasis en el papel de las organizaciones internacionales en los procesos y las estruc-
turas de gobernanza. La segunda es el análisis de los principales arreglos institucionales a 
escala internacional, donde se realiza un breve estudio sobre los aspectos fundamentales 
de los arreglos institucionales y del derecho internacional en materia ambiental, de cam-
bio climático y desarrollo sostenible.
Los hallazgos aportan evidencias sobre la persistencia de los arreglos institucionales 
de carácter sectorial en este campo, incluyendo el cambio climático. La situación se 
agrava con la anarquía que prevalece en otros ámbitos del desarrollo sostenible. Las ten-
dencias apuntan hacia el empeoramiento de la crisis, a menos que se acelere la puesta en 
marcha de nuevos sistemas de gobernanza interactiva global, regional y local.
La problemática ambiental transfronteriza en la Era del Antropoceno
La Evaluación de los Ecosistemas del Milenio (MEA, por sus siglas en inglés) analiza 
la vinculación entre los agentes sociopolíticos, los servicios de los ecosistemas y el 
bienestar humano. Este enfoque resulta útil para entender los intercambios entre las 
estructuras sociopolíticas y los sistemas de gobernanza (Petrosillo, Aretano y Zurlini 
2015, 5), pues visibiliza las interacciones entre las escalas espacial y temporal de los 
sistemas socio-ecológicos. La MEA presenta las siguientes conclusiones:
a) En los últimos 50 años, los ecosistemas se han transformado más rápidamente 
que en ningún otro período de la historia, en gran parte para resolver las deman-
das de alimento, agua dulce, madera, fibra y combustible. 
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b) Estos cambios han contribuido al desarrollo económico, pero a costa de la degra-
dación de los ecosistemas, lo que podría empeorar considerablemente durante la 
primera mitad del siglo XXI.
c)  Revertir la degradación y, al mismo tiempo, satisfacer las crecientes demandas de 
servicios ecosistémicos puede ser parcialmente resuelto, pero se requieren cam-
bios significativos en las instituciones políticas (MEA 2006, 6).
Las principales tendencias globales vinculadas con estos cambios son:
- Los sistemas de cultivo abarcan una cuarta parte de la superficie terrestre.  
- Aproximadamente el 20 % de los arrecifes de coral y el 35 % de las zonas de 
manglares del mundo se perdieron en las últimas décadas del siglo XX.
- La toma de agua desde los ríos y lagos se ha duplicado desde 1960 y la mayor par-
te del agua utilizada (el 70 % a escala mundial) se destina a la agricultura (MEA 
2006, 7). 
- Respecto de los cambios en el sistema climático, el Quinto Informe de Evaluación 
del Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático (IPCC 2013, 2) resulta con-
vincente: 
 El calentamiento en el sistema climático es inequívoco y, desde la década de 1950, 
muchos de los cambios observados no han tenido precedentes en los últimos de-
cenios o milenios. La atmósfera y el océano se han calentado, los volúmenes de 
nieve y hielo han disminuido, el nivel del mar se ha elevado y las concentraciones 
de gases de efecto invernadero han aumentado.
En cuanto a la influencia humana en la alteración del sistema climático, el Informe 
del IPCC también es concluyente:
En los últimos 800 000 años, las concentraciones atmosféricas de dióxido de carbo-
no, metano y óxido nitroso han aumentado a niveles sin precedentes. Las concentra-
ciones de dióxido de carbono han aumentado en un 40 % desde la era preindustrial 
debido, en primer lugar, a las emisiones derivadas de los combustibles fósiles y, en 
segundo lugar, a las emisiones netas derivadas del cambio de uso del suelo. Los océa-
nos han absorbido alrededor del 30 % del dióxido de carbono antropógeno emitido, 
provocando su acidificación (IPCC 2013, 9). 














La gobernanza global y las instituciones internacionales
Aproximaciones conceptuales a la gobernanza
 
Para Stoker (1998), este enfoque supone cuatro elementos. En primer lugar, un 
complejo conjunto de instituciones y actores cuya actuación se perfila desde y más 
allá del gobierno; con una creciente participación del sector privado y de organiza-
ciones de la sociedad civil en las políticas de antaño, reservadas a las agencias guber-
namentales.
En segundo lugar, el desvanecimiento de fronteras y responsabilidades entre lo 
público y lo privado, que implica un cambio fundamental en el antiguo balance 
entre Estado y sociedad civil. Se incluye aquí la emergencia de organizaciones del 
tercer sector, que operan sobre un amplio espectro de asuntos sociales, económicos 
y ambientales.
En tercer lugar, el poder subyacente en las relaciones entre las instituciones de 
acción colectiva. Este se puede ver en tres puntos:
a) Las organizaciones intercambian recursos y negocian los propósitos de interés 
común.
b) Los resultados del intercambio están determinados por los recursos, las reglas del 
juego y el contexto.
c) El proceso interactivo involucra varias formas de negociación y coordinación sis-
témica.
En cuarto lugar, el enfoque supone la formación de redes de actores sociopolíticos 
con capacidad para actuar por medio de una mezcla de recursos y habilidades. En 
quinto y último, la existencia de mecanismos de coordinación para la gestión del 
sistema y el cumplimiento de objetivos.
Otro enfoque relevante para el objeto de estudio es la gobernanza policéntrica, 
definida como aquella en la que los subsistemas actúan con independencia en las re-
laciones dentro de un sistema general. La estructura básica de este sistema sociopolí-
tico depende de que los arreglos sean apropiados para las interacciones. Por tanto, el 
policentrismo en los marcos institucionales gubernamentales formales puede resul-
tar inadecuado para las relaciones políticas y sociales. El predominio de un sistema 
político policéntrico no excluye la existencia de sistemas monocéntricos (Ostrom 
1972).
La gobernanza policéntrica se caracteriza por la multiplicidad de autoridades en 
diferentes escalas sociopolíticas. En ella cada unidad ejerce una considerable inde-
pendencia para la elaboración de reglas dentro de un ámbito social (familia, empresa, 
gobiernos o régimen internacional) (Ostrom 2010, 552). Esto provoca la existencia 
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de variadas jurisdicciones en los diversos niveles sociopolíticos y geográficos (Carlisle 
y Gruby 2019).
Los “problemas ambientales globales” son el resultado acumulativo de las accio-
nes tomadas por individuos, familias, pequeños grupos, empresas privadas y gobier-
nos. Muchos de los efectos del cambio climático son globales, mientras que sus cau-
sas son el resultado de acciones de actores en una escala local. Por tanto, se requiere 
una acción colectiva e individual en diversos niveles geográficos e institucionales 
(Ostrom 2010, 550-551).
El concepto de GG se ha consolidado como una categoría emergente, particu-
larmente con la publicación del reporte Our Global Neighborhood por parte de la 
Comisión de Gobernanza Global (CGG 1995). En él se reconoce la necesidad del 
poder colectivo para que la vida en el siglo XXI sea más democrática, segura y soste-
nible, mediante mayores niveles de cooperación en áreas de interés común.
En su definición pionera, la mencionada Comisión puntualiza:
 
La gobernanza es la suma de interacciones en que individuos e instituciones, pú-
blicas y privadas, manejan sus asuntos comunes. Es un proceso a través del cual se 
acomodan intereses conflictivos y se implementan mecanismos cooperativos, lo que 
incluye instituciones y regímenes formales e informales, en función de los actores 
(CGG 1995). 
La crisis ambiental plantea la necesidad de un acceso equitativo e intergeneracional 
sobre los bienes ambientales, lo que evidencia la creciente interdependencia entre 
los seres humanos. Esto no necesariamente implica un gobierno o un federalismo 
mundial, sino nuevos sistemas de gobernanza (Ramphal 1994; Lamb 1996). La GG 
implica gobernar, sin una autoridad soberana, relaciones y asuntos que trascienden 
las fronteras nacionales. Se aproxima más a la idea de un conjunto de estructuras y 
procesos que actúan en ausencia de un gobierno mundial (Finkelstein 1995, 369; 
Weiss y Kamran 2009, 66).
Esta definición coloca en el centro del debate académico un amplio portafolio 
de asuntos de interés público que, por su naturaleza, se encuentran fuera de la juris-
dicción de los Estados: intercambio de información y promoción del conocimiento; 
conciliación, mediación y resolución de disputas; adopción de reglas, códigos y re-
glamentos; asignación de recursos y asistencia técnica para programas de desarrollo; 
actividades humanitarias, atención a emergencias y desastres; y mantenimiento de la 
paz y el orden internacional y regional (Finkelstein 1995, 370). La construcción de 
una nueva GG debe partir de un supuesto fundamental: los Estados siguen siendo 
los actores más relevantes en la política internacional y transnacional, mientras se 
agravan los asuntos transfronterizos, que, por su misma naturaleza, rebasan las juris-
dicciones nacionales, como la problemática ambiental global.














La construcción de la nueva gobernanza global en el marco 
de las instituciones internacionales
Con base en la distinción entre la idea clásica de relaciones internacionales, basada 
en el Estado como principal unidad de análisis, y el concepto de GG como una gran 
pluralidad de mecanismos y organizaciones sociopolíticas que inciden en las decisio-
nes de carácter público, se pueden señalar algunas diferencias.
La primera es que, por definición, el concepto de relaciones internacionales se 
interesa primariamente en las “políticas entre naciones” y presta muy poca aten-
ción a los actores no estatales; mientras que la lógica de la GG otorga gran im-
portancia a las organizaciones no gubernamentales ambientales (ONGA), a las 
corporaciones transnacionales y a las organizaciones científicas. La segunda es que 
las relaciones internacionales sugieren que las interacciones entre Estados pueden 
analizarse por separado de otros niveles de interacción social; mientras que la GG 
concibe al mundo sociopolítico como un sistema multinivel e interactivo, en el 
que lo local, lo nacional, lo regional y lo global están estrechamente vinculados. 
La tercera es que las relaciones internacionales están vinculadas al poder interesta-
tal; mientras que la GG parte del supuesto de una amplia variedad de formas de 
interacción mediante redes horizontales y transversales. La cuarta es que las rela-
ciones internacionales se focalizan sobre la autoridad y la legitimación del Estado 
para perseguir racionalmente sus propios intereses; mientras que la GG persigue la 
articulación de esferas emergentes de autoridad en el mundo sociopolítico, inde-
pendientes de los Estados y centradas en analizar las capacidades de toma de deci-
siones de los actores no gubernamentales y supranacionales (Dingwerth y Pattberg 
2006, 191 y 193).
A partir de ese contraste, queda claro que la GG es multinivel, interactiva y poli-
céntrica. Incluye una diversidad de actores institucionales más allá de los Estados y 
la emergencia de nuevos campos de acción sociopolítica.
El multilateralismo se asume como una de las formas de la GG contemporánea. 
Las organizaciones multilaterales son de tres clases: 
a) Las organizaciones intergubernamentales, tales como la Organización de Nacio-
nes Unidos (ONU), el Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (TMEC), 
el Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC) etc. Los miembros son 
los Estados nacionales.
b) Las ONG (Greenpeace, Worldwatch Institute, etc.), cuyos miembros abarcan al 
sector privado y social, y cuyas actividades, recursos e intereses cruzan las fronte-
ras nacionales.
c) Las de carácter híbrido (Unión Postal Internacional), con una mezcla públi-
co-privada en asuntos de interés común (Valaskakis 2001, 58-59).
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Las organizaciones intergubernamentales forman parte de la GG. Su participa-
ción refleja tanto arreglos formales (tratados y acuerdos) de los Estados como me-
canismos ad hoc de cooperación entre varias organizaciones internacionales inter-
gubernamentales en metas comunes (Weiss y Kamran 2009, 72). Sin embargo, la 
GG busca conformar nuevos arreglos institucionales para sumar toda esa gama de 
organizaciones multilaterales, más allá de las organizaciones intergubernamentales. 
Así, las principales debilidades del sistema multilateral son:
a) Una accidentada y caótica arquitectura. Existen alrededor de 500 organizaciones 
intergubernamentales y miles de organismos con un estatus consultivo (algunos 
tienen fines específicos; otros no poseen fines claros).
b) Duplicación de la agenda. Es consecuencia de la duplicación y superposición de 
funciones entre diversas agencias internacionales y la política global sectorial, 
sobre todo en materia ambiental, desarrollo sostenible y cambio climático.
c) Lagunas en la agenda global e insuficiente integración entre los problemas mun-
diales. Supone la necesidad de fortalecer los vínculos entre los campos de la agen-
da pública internacional, ya sea en el geográfico (global, nacional y regional), en 
el intersectorial (agricultura, educación, ambiente, etc.) o bien transversal (insti-
tucional, socioeconómico, socioambiental, etc.).
d) Rígidas reglas para la toma de decisiones. La mayoría de las organizaciones in-
tergubernamentales son gobernadas por el adusto principio westfaliano de la 
igualdad soberana, el cual se sintetiza en la frase “un Estado, un voto”. Aunque 
parezca bastante democrático, en el fondo esto se traduce en una gran debilidad 
y disfuncionalidad en la toma de decisiones, que agudiza la crisis de los sistemas 
de GG (Valaskakis 2001, 60 y 61).
Una parte fundamental en la teoría de la GG se refiere al análisis de ciertos tipos 
de dinámicas y patrones generales de cambio dentro del sistema internacional y 
transnacional. Se abarcan tanto las tendencias (transformaciones relevantes, usual-
mente de carácter cuantitativo y acotado dentro de un campo de la política inter-
nacional) como los “grandes eventos”, que incluyen el surgimiento o declive de 
nuevas formas y mecanismos institucionales (Weiss y Kamran 2009, 79; Holsti 
2004, 7-10). En el marco de las instituciones internacionales, los cambios han 
tenido un carácter más gradual, por lo que se puede hablar de tendencias asociadas 
con la construcción de nuevos sistemas de gobernanza. Mientras que la probabi-
lidad de los cambios asociados con “grandes eventos” se incrementa en la medida 
en que se aceleran los efectos de la crisis socioecológica, particularmente el cambio 
climático.














Factores sociopolíticos para construir una nueva gobernanza global
A partir del impacto de la globalización sobre el sistema westfaliano, es importante 
señalar dos tendencias. La primera es la reducción de las capacidades de los Estados, 
que se encuentran en vías de convertirse en actores secundarios en razón de a) la 
emergencia de corporaciones multinacionales y transnacionales capaces de eludir la 
jurisdicción estatal; b) el fortalecimiento de las jurisdicciones concurrentes y la so-
beranía interna, compartida con los gobiernos subnacionales, que ha debilitado aún 
más a los gobiernos nacionales y c) la creación de las organizaciones internaciones 
intergubernamentales (ONU, OCDE, Unión Europea, etc.), que ha contribuido a 
la transferencia del poder estatal hacia ellas.
La segunda tendencia es la reducción de la legitimidad de los Estados. En el viejo 
sistema westfaliano no había dudas de la legitimidad de un acto de soberanía nacio-
nal. En cambio, en la actualidad, los derechos humanos comienzan a emerger como 
fuerzas poderosas en la opinión pública mundial. Hay una creciente convicción de 
que tienen un valor mucho mayor y, en consecuencia, deben protegerse, incluso si 
contravienen y vulneran la soberanía (Valaskakis 2001, 56 y 57).
Desde la perspectiva de la sostenibilidad, cabe subrayar que, en el rubro ambien-
tal, las mayores áreas de interés para una acción global urgente e inmediata son el 
cambio climático, la pérdida de biodiversidad, la degradación de los recursos natura-
les y la contaminación (agua, suelo y atmósfera). Varios de esos problemas han exce-
dido, en mucho, la capacidad de los sistemas naturales; la era moderna es conocida 
como el Antropoceno (López-Claros, Lyon Dahl y Groff 2020, 6 y 7). Si se asume 
que la construcción de los nuevos sistemas de gobernanza para la sostenibilidad debe 
tener una base ambiental, entonces este componente tiene suma importancia para la 
reconfiguración y articulación conceptual e institucional de la sostenibilidad. 
Los principales obstáculos para una sociedad planetaria sostenible son la pro-
blemática ambiental y la inequidad social, además del peligroso descenso en la dis-
ponibilidad de recursos ambientales. También subsisten amplios grupos sociales 
marginados, por lo que el fracaso del actual sistema económico para distribuir más 
equitativamente la riqueza nos ha llevado a la inestabilidad social (López-Claros, 
Lyon Dahl y Groff 2020, 8 y 10). Los nuevos sistemas de gobernanza en los diver-
sos niveles institucionales requieren un enfoque basado en la articulación dinámica 
de los componentes centrales de la sostenibilidad (económico, social y ambiental), 
tomando como base los diversos arreglos institucionales, incluidos el derecho inter-
nacional y los organismos públicos internacionales y supranacionales.
En el mundo en desarrollo, un reto fundamental es reconciliar las legítimas as-
piraciones de las sociedades, para alcanzar una mejor calidad de vida dentro de un 
sistema socioambiental y económico sometido a un severo estrés, como resultado de 
las presiones demográficas y la sobreexplotación de los sistemas naturales. La única 
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vía para escapar de esta trampa es adoptar sistemas más sostenibles, mediante una 
transición que garantice las necesidades de la población pobre, reduzca la desigual-
dad y mejore la redistribución de la riqueza (López-Claros, Lyon Dahl y Groff 2020, 
10-11). 
El desarrollo sostenible supone una reconfiguración de los sistemas de produc-
ción y consumo, incluidos los energéticos. Las sociedades, paralelamente, enfrentan 
la exigencia de altos niveles de desarrollo en el contexto de los límites impuestos por 
la problemática ambiental. Un elemento común es la marcada interrelación entre 
la crisis social, ambiental y económica. Por ende, una nueva arquitectura de GGA 
requiere la integración sistémica de estas interacciones.
La gobernanza global transfronteriza y la problemática ambiental
Las dinámicas de la globalización han reconfigurado las dinámicas locales. Ambas 
no pueden desligarse por completo: los resultados globales acumulativos, y a veces 
sinérgicos de actividades a pequeña escala, pueden crear o exacerbar los problemas 
globales. Una falla en la GG sectorial puede tener impactos múltiples y extensos, 
pues muchos de sus actores se ubican en diferentes arenas de carácter anárquico. No 
existe una GG de alcance planetario, porque los arreglos sectoriales no están conce-
bidos ni aspiran a ella. En vez de ajustarse a las necesidades de la seguridad humana 
o de la sostenibilidad planetaria, estos arreglos son, con frecuencia, el resultado de 
intereses de grupo (Whitman 2009, 145-146).
Uno de los problemas centrales para construir los nuevos sistemas de gobernanza 
es la persistencia de débiles mecanismos de articulación institucional o, en otros 
casos, su inexistencia en áreas estratégicas de interés común. Los mecanismos de 
coordinación de la GGA son bastante débiles para conseguir objetivos globales como 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.
La crisis ambiental contemporánea y otras amenazas globales no fueron antici-
padas, y en gran parte, fueron impulsadas por el aumento de la población, la in-
dustrialización y el consumo. Esto apunta no solo a las dificultades políticas de la 
coordinación mundial, sino a la dinámica global de una complejidad y velocidad 
nunca vistas (Whitman 2009, 149-150).
En suma, un problema central de los marcos institucionales de la GGA es la per-
sistencia de una especie de archipiélagos, donde convergen instrumentos formales e 
informales. La situación se ha agravado por el surgimiento de los arreglos correspon-
dientes al cambio climático. Estos, desde su origen, se han conceptualizado y puesto 
en práctica con una perspectiva sectorial, cuando en realidad tienen la pretensión de 
incidir en los propios sistemas socioecológicos.














Los arreglos institucionales sobre gobernanza ambiental
Es importante señalar la existencia de una gobernanza ambiental (GA), sustentada en 
un andamiaje jurídico internacional de carácter sectorial, correspondiente a la protec-
ción ambiental y al régimen jurídico de diferentes recursos naturales, tales como la 
Convención RAMSAR (1971) y el Convenio sobre Diversidad Biológica (1992).
Una de las principales instituciones internacionales en materia ambiental, el Pro-
grama de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), fue creado en 
1972 en Estocolmo, como parte de la agenda enmarcada en la Declaración de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano. Desde en-
tonces, se ha generado un conjunto inconexo de instituciones internacionales y re-
gionales vinculadas con diversos tratados, convenios y declaraciones internacionales.
En sentido estricto, no se puede hablar de la presencia de un sistema internacio-
nal de GA y, mucho menos, del desarrollo sostenible; lo que hay es un conglome-
rado institucional con pocas articulaciones. Los organismos intergubernamentales, 
en muchos casos, se refieren a los secretariados correspondientes a los diversos ins-
trumentos internacionales. Existe una GA fragmentada de origen, sobre todo por la 
excesiva sectorización de los marcos institucionales en materia ambiental, de cambio 
climático y de desarrollo sostenible.
La densidad institucional se ha vuelto aún más compleja y caótica con el sur-
gimiento de las instituciones internacionales vinculadas con los problemas am-
bientales transfronterizos, específicamente a partir de la suscripción del Convenio 
de Viena sobre la Protección de la Capa de Ozono, el Protocolo de Montreal, el 
Convenio Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático y el Protocolo 
de Kioto. La disfuncionalidad es aún mayor tras el advenimiento de las institucio-
nes vinculadas con la Agenda 21, como la Comisión para el Desarrollo Sostenible 
(División de Desarrollo Sostenible y del Departamento de Asuntos Económicos y 
Sociales de la ONU).
La urgencia de construir nuevos sistemas de GA (stricto sensu), cambio climático 
y desarrollo sostenible creció. Esto supuso avanzar en el diseño de una nueva arqui-
tectura institucional en tres ámbitos interactivos:
a) el marco institucional correspondiente a la protección de recursos naturales, es 
decir, los tratados y convenios internacionales para la protección de especies de 
flora y fauna (Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amena-
zadas de Fauna y Flora Silvestres, de 1973 y Convención sobre la Conservación 
de las Especies Migratorias de Animales Silvestres, de 1979);
b) el andamiaje institucional en materia de contaminación ambiental, que emergió 
con la identificación de los problemas de naturaleza transfronteriza (Convenio de 
Viena sobre la Protección de la Capa de Ozono), y 
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c) los instrumentos internacionales sobre el cambio climático, cuya evolución co-
menzó a perfilarse en la última década del siglo XX, con la suscripción del Con-
venio Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático (CMNCC, de 
1992). Su instrumento más representativo es el nuevo (viejo) Acuerdo de París 
(2015).
El marco institucional y la gobernanza sobre el cambio climático
El cambio climático es un problema ambiental de naturaleza compleja y de origen 
antrópico. Sus efectos introducen amplios rangos de incertidumbre en cuanto a su 
magnitud global, regional y local: bajo nivel de confianza en las tendencias globales 
de las sequías; inexistencia de conclusiones sólidas sobre cambios a largo plazo en la 
circulación atmosférica, y bajo nivel de confianza en las proyecciones sobre las ten-
dencias de la frecuencia e intensidad de los ciclones tropicales en el siglo XXI (IPCC 
2013, 114).
Tiene carácter multinivel (global, regional y local), por lo que cualquier estrategia 
viable, efectiva y duradera requerirá nuevas jurisdicciones y arreglos institucionales a 
escala mundial. Dicho marco debe ser legítimo y democrático en sus orígenes, lo que 
demanda la construcción de nuevas formas de responsabilidad más allá de los pa-
rámetros del Estado, es decir, instituciones globales democráticamente controladas, 
que aborden este desafío de manera mucho más efectiva que los actuales tratados 
internacionales (Deese 2019). La construcción de los nuevos sistemas de gobernanza 
democrática global podría considerar lo siguiente:
Primero, es bastante probable que las alteraciones causadas por el cambio climático 
podrían amenazar la sobrevivencia de la democracia al exacerbar los conflictos inter-
nacionales y transnacionales. Segundo, es probable que, con la finalidad de sobrevivir 
en la edad del cambio climático, la democracia podría necesitar extenderse más allá de 
las fronteras de los Estados nacionales. Y tercero, la democracia transnacional podría 
demostrar ser la forma más efectiva de gobernanza para enfrentar el reto del cambio 
climático (Deese 2019, vi).
Es necesario colocar el papel de la democracia trasnacional y la GG en el centro del 
debate, mediante tres enfoques. El primero implicaría sobrepasar a los gobiernos na-
cionales y construir un orden político global mediante la unión de gobiernos locales. 
El segundo supondría la creación de una unión política de los gobiernos nacionales, 
mediante mecanismos propios de un federalismo democrático. El tercero se sus-
tentaría en la democratización de las instituciones globales existentes, comenzando 
por la ONU (Deese 2019, 141). La nueva arquitectura para la GGA requiere una 














combinación de estrategias, es decir, una serie de fórmulas institucionales de carácter 
dinámico, sustentadas en los valores universales de democracia, equidad y derechos 
humanos. 
Desde esa perspectiva, para las políticas de mitigación, los sistemas de GG, trans-
nacional y nacional, podrían jugar un rol central. Para las políticas de adaptación, las 
mejores respuestas podrían provenir de la gobernanza y los arreglos institucionales 
subnacionales y locales. La gobernanza sobre el cambio climático demanda diversos 
arreglos institucionales de naturaleza multiescala y multijurisdiccional. Como seña-
lan Etty et al. (2012), las causas del citado fenómeno están distribuidas globalmente, 
por lo que se requieren acciones globales. Sin embargo, sus impactos son diferencia-
dos en las diversas latitudes, lo cual demanda medidas de mitigación y adaptación a 
escala local y regional.
Una insuficiencia común entre los instrumentos jurídicos internacionales es la 
escasez de mecanismos de articulación, pues cada uno establece sus organismos sec-
toriales. Pero también sobresale una diferencia significativa con los arreglos de últi-
ma generación. El Acuerdo de París (2015), por ejemplo, señala la necesidad de una 
gobernanza climática sustentada en tres pilares: 
a) el reconocimiento de la dimensión local, subnacional, nacional, regional e inter-
nacional, mediante procedimientos participativos, públicos y transversales en la 
construcción de las capacidades sociopolíticas;
b) un mecanismo para facilitar su aplicación y promover su cumplimiento, el cual 
consiste en un comité compuesto por expertos y de carácter facilitador, que fun-
ciona de manera transparente, no contenciosa y no punitiva y
d) la cooperación y articulación internacional mediante el Mecanismo Internacional 
de Varsovia para las Pérdidas y los Daños relacionados con las Repercusiones del 
Cambio Climático.1
Las disfuncionalidades institucionales de la gobernanza ambiental, 
climática y del desarrollo sostenible
Un escollo fundamental en la construcción de una gobernanza para el desarrollo 
sostenible es la coexistencia de un conglomerado de instituciones internacionales, 
que influyen en el desempeño de otros actores, sobre todo gobiernos nacionales y 
subnacionales. Uno de los principales déficits de los actuales arreglos institucionales, 
en ciertas áreas críticas del desarrollo sostenible a escala global, es la proliferación 
de diversas instituciones sectoriales (en asuntos de biodiversidad, recursos natura-
1 Acordado en noviembre de 2013, en la sesión 19 de la Conferencia de las Partes (COP) del CMNACC.
21 Páginas 9-28e-ISSN: 1390-6631













les, capa de ozono y cambio climático). Esto resulta aún más grave en el régimen 
internacional de recursos naturales, en especial, aquellos que se encuentran fuera de 
la jurisdicción de los Estados. Adicionalmente, hay que considerar aquellos arreglos 
vinculados con la sostenibilidad en áreas como desarrollo socioeconómico, comer-
cio, inversiones, ciencia, educación, tecnología y derechos humanos.
Grosso modo, esas tendencias se caracterizan por una creciente complejidad y den-
sidad institucional. Ello habla de la necesidad de transitar hacia nuevos sistemas de 
gobernanza con vocación transnacional, para integrar los ámbitos interactivos del 
desarrollo sostenible y las interacciones transfronterizas entre las escalas espaciales, 
institucionales y jurisdiccionales (global, nacional y regional).
El actual desarrollo institucional resulta claramente insuficiente, a la luz de la 
grave crisis ambiental. Por tanto, el rediseño de la GG incluye las transformaciones 
antrópicas, que se caracterizan por una persistente incertidumbre con respecto a las 
causas, los impactos y los vínculos del cambio ambiental global, y tienen amplias 
vinculaciones intergeneracionales. Debería responder, además, a la interdependencia 
funcional y estructural del mencionado problema, y a las nuevas formas y grados 
de interdependencia multinivel. Necesita enfrentar los graves riesgos ambientales 
contemporáneos, así como considerar las restricciones a la soberanía nacional y los 
mecanismos interactivos entre los sistemas de gobernanza. Por último, sería necesa-
rio incluir a actores más allá de las agencias estatales (Biermann 2007, 330 y 332).
La arquitectura institucional, fragmentada en materia ambiental, cambio climá-
tico y desarrollo sostenible, obedece a diversas causas estructurales y funcionales. El 
reto principal es constituir auténticos sistemas de GG, nacional, regional y trans-
fronteriza. Aunque para la GG tienen gran importancia tanto los arreglos formales 
como los informales, el llamado soft law (conformado principalmente por declara-
ciones internacionales en materia ambiental y de desarrollo sostenible), se ubica en 
la frontera de las instituciones formales e informales, pues contiene principios que 
pueden ser un parteaguas en la construcción de los nuevos sistemas de gobernanza. 
Al no tratarse de convenios internacionales, el soft law ofrece un gran potencial para 
que los actores asuman los objetivos comunes y los adapten a sus respectivas agendas 
y capacidades en el ámbito global, nacional, regional o local. La nueva arquitectura 
de una GG para la sostenibilidad debe sustentarse en la integración sistémica de la 
agenda global sectorial, comenzando por los respectivos marcos institucionales.
La gobernanza interactiva: revisión de experiencias en América Latina
La GA en América Latina ha atravesado importantes transformaciones en las últi-
mas décadas. Desde la mitad de los años 80 se observa una tendencia generalizada a 
abandonar los arreglos institucionales centrados en el Estado. Mediante la privatiza-














ción y la descentralización, surgieron nuevos enfoques en el manejo de los recursos 
naturales, con énfasis en autogobierno, alianzas y mayores niveles de participación 
de la sociedad civil, ONG e instituciones académicas y empresas privadas, como 
alternativas de la gobernanza comunitaria (Hogenboom et al. 2014, 14).
La naturaleza interactiva y multiescala de la GA involucra diversos marcos ins-
titucionales y actores ubicados en las arenas del Estado, la economía y la sociedad 
civil, y en las diversas escalas geográficas y socio-institucionales. Con la finalidad 
de ilustrar la complejidad de esas interacciones a nivel global, regional y local, en la 
siguiente sección se revisan algunas experiencias.
La gobernanza ambiental en la Reserva de la Biosfera Sian Ka´an
Una vertiente de la gobernanza ambiental está enfocada en la conservación de las áreas 
naturales protegidas. Tomó fuerza en las últimas dos décadas del siglo XX, cuando gru-
pos indígenas, gobiernos locales, colectivos, instituciones y ONG visibilizaron múlti-
ples demandas y exigieron del Estado nuevas reglas para gestionar esas áreas (Fuentes 
2011, 86). México no fue la excepción de esa tendencia regional y mundial. El 20 de 
enero de 1986 se declaró como área natural protegida la Reserva de la Biosfera Sian 
Ka’an (RBSK), con una superficie de 528 147 hectáreas (ha), ubicada en los munici-
pios de Cozumel y Felipe Carrillo Puerto, estado de Quintana Roo.
En la RBSK se identifican cuatro grupos de actores: 1) el sector gubernamental 
y las instituciones supranacionales; 2) las ONGA, entre ellas, la World Conservation 
Union (IUCN); 3) población local, y 4) sector turismo. Pertenecen al sector guber-
namental diez instituciones federales, cinco dependencias del estado y dos gobiernos 
municipales. Además, la ONU está involucrada en el manejo de la RBSK, en el mar-
co de los programas “Hombre y Biosfera” a cargo de la UNESCO y del Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).
El primer y el segundo grupo de actores pretenden convencer u obligar a los acto-
res del tercero y cuarto (sobre todo a la población local) para que acepten las normas 
ambientales, usando su poder político, económico, coactivo y de información. El 
tercer grupo de actores (incluidos los prestadores de servicios turísticos, turistas na-
cionales y extranjeros) es influenciable, pues está sujeto (en mayor o menor medida) 
al poder de las instituciones gubernamentales y/o depende (por lo menos en parte) 
de los recursos de las ONGA, sobre todo, internacionales. Los actores que confor-
man el cuarto conjunto (la población no organizada de Muyil y de los ejidos colin-
dantes, la ONG “Carrillo Portenses para el Desarrollo Integral de la Zona Maya”, 
las autoridades municipales de Felipe Carrillo Puerto y Solidaridad, los pescadores 
y cazadores forasteros, así como las operadoras turísticas y empresarios turísticos 
externos) tienen más opciones de eludir la influencia del primer y segundo conjunto 
de actores (Brenner 2010, 302-303).
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Esa complejidad dificulta un régimen de GA moderno y multinivel, pues predo-
mina una visión instrumental por parte de las instituciones gubernamentales y, en 
menor medida, de las ONGA internacionales. Consideran así que los problemas son 
responsabilidad exclusiva y preponderante de uno o varios actores, por lo que “el res-
to de la sociedad” es visto como un conjunto de actores influenciables, sin capacidad 
ni legitimidad para resolverlos (Brenner 2010, 304).
La gobernanza multiescala en los conflictos mineros
Las consultas mineras presentan las siguientes características: a) emergen en contex-
tos conflictivos en torno a la justicia ambiental; b) tienen el objetivo de reclamar el 
derecho de las poblaciones afectadas a participar en mecanismos de empoderamien-
to en la toma de decisiones que afectan sus condiciones de vida y c) son instituciones 
híbridas, es decir, producto de un proceso dinámico y multiescalar en el cual actores 
gubernamentales y no gubernamentales e instituciones formales e informales desa-
fían la gobernanza centralizada de las actividades extractivas. Son procesos promo-
vidos por movimientos sociales compuestos por indígenas y campesinos, profesio-
nales, sacerdotes, maestros y ONG, los cuales se articulan en redes en varias escalas 
geográficas (Walter y Urquidi 2015, 332 y 360).
Algunas de esas redes nacieron de las primeras experiencias: Tambogrande (Perú) 
en 2002, Esquel (Argentina) en 2003 y Sipakapa (Guatemala) en 2005, todos ellos 
conflictos mineros relevantes a escala nacional y transnacional. La Red Muqui, na-
cida del conflicto de Tambogrande, fue una proveedora clave de información, ex-
periencia y materiales para el caso Majaz/Río Blanco (Perú) en 2002, y para las 
consultas posteriores. La plataforma “Noalamina”, coordinada por el movimiento 
antiminería de Esquel, es una fuente muy relevante de información y recursos para 
las comunidades (Walter y Urquidi 2015, 361).
En Guatemala, las redes nacionales antiminería promovieron la participación 
de actores y líderes locales, mediante la divulgación de información, experiencias 
y estrategias. Movilizaron a activistas para aprender y compartir experiencias entre 
comunidades y apoyar la participación en foros latinoamericanos e internacionales. 
En el caso Sipakapa (departamento de San Marcos), los actores principales son los 
que se describen a continuación.
• Alcalde de Sipacapa: el consejo del gobierno municipal, que se había opuesto a la 
consulta, prometió apoyar la decisión de los votantes y garantizar que el resultado 
fuera respetado.
• Montana Exploradora, subsidiaria de la compañía canadiense Glamis Gold: obtu-
vo licencia de exploración del Ministerio de Energía y Minas en agosto de 1999 
para explotar la mina Marlin.














•  Colectivo ecologista Madre Selva: apoyó a la población en la defensa de sus re-
cursos naturales y en la resistencia ante este tipo de proyectos y actividades. 
• Colectivo de Organizaciones Sociales de San Marcos: solicitó al gobierno nacio-
nal la cancelación de las licencias de explotación minera, y denunció los efectos 
de la utilización de cianuro en la contaminación de mantos acuíferos.
• Comisión Pastoral Paz y Ecología: encargada de acompañar a las comunidades en 
resistencia a los megaproyectos, desarrolló su trabajo con la base organizativa de 
las parroquias y diversas comisiones pastorales.
• Diócesis de San Marcos: acompañó a las comunidades que denunciaron presio-
nes para la venta de tierras. Inició un proceso de consulta e información, para 
concientizar a la población sobre los riesgos sociales, ambientales, económicos y 
culturales de la minería.
• Comisiones Política y de Apoyo Técnico: trabajaron con el Consejo Municipal 
en la organización de la Consulta de Buena Fe (Jahncke Benavente y Meza 2010, 
112-113).
Por medio de estas redes, una amplia variedad de agentes transnacionales, han apo-
yado las consultas, como observadores, y han contribuido a construir la legitimidad 
internacional de estos procesos: Oxfam, Friends of the Earth, Greenpeace, Mineral 
Policy Centre, Peace Brigades International, Nisgua, Catapa, Rigths Action y Mining 
Watch (Walter y Urquidi 2015, 361).
La gobernanza ambiental en el marco de la REDD
Iniciativas globales como la “Reducción de las Emisiones Causadas por la Deforesta-
ción y la Degradación Forestal” (REDD) también están fomentando redes amplias 
y, a menudo, trasnacionales. La iniciativa se lanzó en 2005 y se puso en marcha 
en 2007, cuando los países establecieron un fondo financiero para el programa. El 
funcionamiento de la REDD es relativamente simple: se basa en la idea de que es 
posible pagarles a los países y las comunidades para que no talen sus bosques. En 
América Latina, la REDD incluye actores diversos y dispares (ONGA, centros de 
investigación, compañías de la industria extractiva, organizaciones de pueblos indí-
genas y agencias internacionales de desarrollo), quienes forman alianzas y redes cien-
tíficas y políticas favorables a los mercados de carbono (Bull y Aguilar-Støen 2015, 
189-191). Como parte de ella, se identifican redes con las siguientes funciones:
a) para la producción y difusión de conocimiento, que involucran a las ONG e 
instituciones internacionales de investigación. Incluyen el apoyo de agencias de 
cooperación para el desarrollo y actores privados;
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b) para la creación de tecnologías o estándares de legitimación y validación de pro-
yectos (ONG, corporaciones e instituciones de investigación, cuyo objetivo es la 
creación de normas para certificar las compensaciones de carbono), y 
c) las redes nuevas, emergentes o alternativas, integradas por aquellos que podrían 
estar interesados o verse afectados por esta clase de proyectos (Aguilar-Støen, 
Toni y Hirsch 2015, 286).
Las organizaciones indígenas en América Latina, principalmente los países de la 
cuenca del Amazonas, han participado en la REDD o en redes alternativas. En Bra-
sil, algunos pueblos como los Suruí, quienes viven en una reserva de 247 000 ha en 
el estado de Rondonia, están desarrollando planes a largo plazo que abarcan meca-
nismos REDD. En el año 2000, la Asociación Metareilá Suruí realizó un diagnóstico 
participativo para un plan de desarrollo territorial y para restaurar áreas degradadas 
por la tala ilegal. Con el apoyo de algunas ONG (Associação de Defesa Etnoambiental 
Kanindé, Amazon Conservation Team, Forest Trends e Idesam), dejaron en barbecho 
durante 30 años un área de 13 575,3 ha de bosques, lo que evitará la emisión de 7 
423 806,2 tCO2. El Proyecto de Carbono Suruí fue validado con Climate, Commu-
nity and Biodiversity Standards y con el Verified Carbon Standard. El diseño incluyó 
un proceso de consulta y capacitación comunitaria, así como el análisis del marco 
legal de los pueblos indígenas y el carbono forestal. En este caso, la venta de créditos 
de carbono fue una oportunidad para el desarrollo de la comunidad (Aguilar-Støen, 
Toni y Hirsch 2015, 289-291).
Conclusiones
La conformación de los arreglos institucionales para una nueva GG busca sumar a la 
gama de organizaciones multilaterales, más allá de las organizaciones internacionales in-
tergubernamentales, dado que uno de los principales obstáculos es la subsistencia de dé-
biles mecanismos de articulación institucional entre los diversos actores sociopolíticos. 
En la actualidad, no se puede hablar de un sistema internacional de GA y, mucho 
menos, del desarrollo sostenible. Lo que existe es un conglomerado institucional con 
pocas articulaciones estructurales y funcionales. El resultado es una GA fragmenta-
da, sobre todo por la excesiva sectorización de los marcos institucionales.
En el ámbito de las instituciones internacionales, los cambios de la GA han teni-
do un carácter gradual, debido a tendencias asociadas con la construcción de nuevos 
campos interactivos. Sin embargo, los nuevos arreglos institucionales no tienen un 
diseño sistémico, sino una estructura sectorial, caótica y anárquica, que incrementa 
la probabilidad de una crisis global, en la medida en que se acelera el cambio am-
biental planetario.














Una de las tendencias más importantes en el marco de las instituciones formales 
de nueva generación es la gobernanza climática. Esta involucra: a) la incorporación 
de un enfoque multinivel, mediante el reconocimiento de la existencia de interac-
ciones en el ámbito local, nacional, regional y global; b) la creación de organismos 
científicos y técnicos, integrados por expertos en diversos campos y c) la incorpora-
ción de procesos participativos en las políticas de mitigación y adaptación al cambio 
climático.
Se identifican otras cuatro tendencias significativas. En primer lugar, la cons-
trucción de una GGA requiere la integración sistémica de tres grandes rubros ins-
titucionales: los relativos a los bienes ambientales nacionales e internacionales de 
interés común (protección de biodiversidad), los asuntos de carácter transfronterizo 
(protección de la capa de ozono) y la agenda sobre el cambio climático. En segun-
do lugar, la GGA demanda la articulación socioinstitucional de nuevos sistemas 
de gobernanza, flexibles y dinámicos, mediante programas como la Agenda 21 y la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. Ello supone la integración transversal de 
la agenda ambiental, contra el cambio climático y del desarrollo sostenible. En tercer 
lugar, la nueva GG para el desarrollo sostenible necesita la integración sistémica de 
la gobernanza interactiva (regional, nacional y local), mediante organizaciones ad 
hoc, con las suficientes capacidades para adaptarse a las condiciones, los recursos, los 
intereses y las expectativas de los actores en las arenas sociopolíticas.
Finalmente, el análisis de las experiencias en América Latina aporta evidencia 
relevante sobre la emergencia de nuevos sistemas de GA a escala local, cuyo éxito se 
sustenta en mecanismos formales e informales, que facilitan las interacciones entre 
actores e instituciones ubicados en diferentes arenas y escalas geográficas.
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